Horrendo Crimen: En Barahona Asesinan al Profesor 
Juan N. Miranda. 

Por: Ing. Carlos Manuel Diloné 


Juan Natividad Miranda Fajardo, nativo de la Isla de Puerto Rieo y 
eiudadano de los Estados Unidos de Amériea, quien al momento de su 
muerte residía en Paradis Común de Barahona, Provínola de Barahona, 
Repúbliea Dominieana, donde trabajaba eomo maestro de eseuela, y 
también en las aetividades agríeolas, en una finea de su propiedad. 

La noehe del 8 de marzo de 1933, Juan N. Miranda fue asesinado en el 
lugar eonoeido eomo playa de la Ciénaga, eomún de Barahona, siendo los 
responsables de su muerte, por el testimonio aportado de testigos 
solidarios, los siguientes: 

Manuel de Jesús Pérez Sosa, Ulises Cuello, Colón Rubio y Carlos 
Pérez. 

Al momento de la eomisión del erimen, Manuel de Jesús Pérez Sosa 
oeupaba el eargo de Gobernador Civil de la Provineia de Barahona; Ulises 
Cuello oeupaba el eargo de Comisario Munieipal en dieha eiudad; Carlos 
Pérez era eabo de la Polieía Munieipal de Barahona; y Colón Rubio era el 
ehófer del Gobernador Civil antes meneionado. 

Del testimonio de testigos eonfiables, que sus demandantes ereen que es 
eierto, pareee que el asesinato de Juan N. Miranda oeurrió bajo las 
siguientes eireunstaneias: 

Gilbert Félix y Jaime Vidal, ambos eiudadanos dominieanos, y 
propietarios de fineas eolindantes eon la granja que el falleeido Juan N. 
Miranda poseía en Paradis, Barahona, con el propósito y la intención de 
privar al señor Miranda de su propiedad, y apropiarse de ella para su 
propio uso, procedieron a enmarcar una carta, supuestamente escrita y 
firmada por el profesor Miranda, en la carta, dirigida al Sr. Federico 
Velázquez H., exiliado político dominicano residente en Puerto Rico, se 
hicieron declaraciones contra el actual Gobierno de Santo Domingo, que 
hizo que el supuesto escritor de la carta apareciera como un 
conspirador que estaba tramando la caida de dicho Gobierno. Tras el 
consejo de los en marcadores de la carta a las autoridades, la carta 



enviada por ellos fue intereeptada y abierta por orden del Presidente de la 
Repúbliea. Los escritores de la carta falsa, esperaban que Miranda fuera 
deportado de la Repúbliea Dominieana, y que después de su deportaeión, 
pudieran tomar posesión de su granja. 

Juan N. Miranda fue eonfinado en la eáreel de Barahona, del 27 de febrero 
al 7 de marzo de 1933, feeha en la que el Presidente de la Repúbliea, sin 
haber podido obtener pruebas de que Miranda fuera el autor y firmante de 
la earta, ordenó a su representante personal, el coronel Leoncio Blanco, 
que liberara a Miranda, pero que lo pusiera a disposición y bajo la 
Jurisdicción del Gobernador Civil de la Provincia de Barahona , el referido 
general Manuel de Jesús Pérez Sosa. 

Inmediatamente, después de que el prisionero fue puesto a su disposición, 
el 8 de marzo de 1933, el mencionado Gobernador Civil Pérez Sosa, llamó a 
Miranda a su presencia, y le dijo a Miranda que debia pagarle la suma de 
doscientos dólares si quería ser liberado por completo, el Gobernador Civil, 
le dijo a Miranda: “Consígueme esa suma y arreglaré todo para ti, 
porque este asunto aún no está resuelto”. 

Miranda trató de obtener los doscientos dólares exigidos por el Gobernador 
Civil, como se ha dicho, pero al no poder conseguirlo, se ofreció a darle al 
Gobernador un pagaré, para ser pagado con una suma de dinero que el 
Gobierno le debia a Miranda, por los salarios atrasados como maestro de 
escuela en la escuela pública de Paradis, Barahona. 

El Gobernador Civil se negó a aceptar la nota y ellos invitaron a Miranda a 
ir con él en un viaje en automóvil. Miranda aceptó, y él y el Gobernador 
cruzaron la ciudad y cuando llegaron a la orilla del mar se bajaron del 
coche y entraron en una cafetería china, donde tomaron unas copas y 
luego se fueron de nuevo en el coche, el gobernador Pérez Sosa le dijo a 
Miranda: "Bueno, vamos ahora a Paradis", a lo que Miranda respondió: 
"Eso no es posible. General, los coches no pueden llegar a Paradis". 
El Gobernador insistió y luego se dirigieron a Paradis, siguiendo el camino 
a lo largo de la orilla del mar. Cuando estaban a un kilómetro de 
Barahona, un neumático se pinchó, y después de arreglarlo procedieron en 
la misma dirección hacia Paradis. Los ocupantes del coche fueron el 
Gobernador Pérez Sosa, Miranda, Ulises Cuello, Colón Rubio y Carlos 
Pérez. 

Cuando llegaron a un lugar en la orilla del mar llamado "La Ciénaga", 
Miranda se vio obligado por la fuerza a bajar del coche. Luego fue golpeado 



en la cabeza con una botella e inmediatamente le dispararon con un 
revólver. El cuerpo de Miranda fue arrastrado durante varios pies y 

enterrado en una tumba tan superfícíal que sus manos quedaron 
sobresaliendo del suelo. 

Juan del Quízabal, ahora residente de Puerto Rico, cuya casa estaba 
situada a poca distancia del lugar del crimen, escuchó los gritos de la 
víctima y también los disparos que causaron su muerte. El crimen fue 
cometido alrededor de las 11:00 p. m., el 8 de marzo de 1933. Temprano 
en la mañana, el referido Juan del Quízabal, sospechando que algo grave 
había sucedido fue al lugar del crimen, descubrió la botella rota y la 
sangre en el suelo. Siguiendo la pista que había quedado en la arena por 
el arrastre del cuerpo, descubrió la tumba y vio las manos de la víctima 
sobresaliendo. 



Desenterró el cuerpo lo sufíciente, como para identífícar a la víctima, 
el profesor Miranda, a quien conocía personalmente. Luego cubrió el 
Cuerpo y fue a la ciudad para notificar al Comisario Municipal, el acusado 
Ulises Cuello. Cuando Cuello escuchó lo que del Quízabal afirmaba sobre 
el hallazgo del cuerpo de Miranda, dijo: "Eso no puede ser, Dios sólo sabe 
dónde está Miranda ahora; puede haber ido a la Capital o a Haití, no prestó 
atención a eso". Después de su conversación con del Quízabal, el 
Comisario Municipal, el acusado Ulises Cuello, ordenó la exhumación del 
cuerpo y el entierro del cadáver en el cementerio de Barahona. 




Cuando se enteró de lo que le había sucedido a su esposo, temiendo 
por su vida y por la vida de sus hijos, huyó con ellos a las montañas, 
donde permaneció escondida durante ocho días. 

Cuando el Gobernador Civil Pérez Sosa se enteró de que el crimen 
había sido descubierto, y que los amigos de Miranda estaban tratando de 
loealizar su euerpo para llevarlo a la Capital, eomo evideneia del asesinato 
eometido por él y por sus eómpliees, ordenó la remoción del cuerpo. El 
cuerpo no ha sido encontrado, y generalmente se cree que fue lanzado 
al mar por orden del Gobernador Civil. 

El Gobierno de Santo Domingo no tomó ninguna medida para deseubrir el 
erimen o para eastigar a los responsables de la muerte de Miranda, 
aunque la desaparieión de la vietima era públieamente eonoeida, hasta 
que sus demandantes, a través de sus abogados, exigieron una 
investigaeión del easo. La eorrespondeneia entre los Abogados de los 
demandantes y el Seeretario de Relaeiones Exteriores de Santo Domingo, 
eopias de las euales se adjuntan y forman parte de la reelamaeión, 
muestra la falta de diligencia del Gobierno Dominicano en la 
investigación de este crimen y su propósito evidente de ignorar la 
reclamación de sus peticionarios de una indemnización por la muerte 
de Juan N. Miranda. 

Los demandantes no han interpuesto ninguna aeeión para la obteneión de 
una indemnizaeión en los Tribunales de la Repúbliea Dominieana, porque 
temen que bajo el régimen de terror y anarquía vigente en Santo 
Domingo, bajo el actual Gobierno, la vida de los demandantes y la vida 
de los testigos del delito estarían expuestos a graves peligros, si 
intentaran fundamentar el caso ante un Tribunal Dominicano; y dictar 
una sentencia contra el Gobierno de la República, por temor a 
provocar el descontento del dictador. 

El 7 de Julio de 1933, mediante earta No. 3794 dirigida al Honorable 
Señor Presidente de la Repúbliea, el Lie. Arturo Logroño, Seeretario de 
Estado de Relaeiones Exteriores, se refiere a las “Denuneias del Sr. Moux 
sobre la muerte de Juan Miranda Fajardo”. 


Cúmpleme partieipar a Usted que he reeibido anoehe un eable de nuestro 
Cónsul General en San Juan eoneebido asi: 



“ Moux me ha visitado nuevamente hoy manifestándome que tiene noticias 
de que los acusados se hallan en libertad , hecho que le hace dudar del 
espíritu de su oficio de fecha 4 de julio y reclama la aprehensión de los 
acusados dentro de un plazo de 24 horas. Le repliqué que la justicia 
bajo el Gobierno del Presidente Trujillo actúa con toda imparcialidad y 
sabe cumplir a cabalidad su cometido. Que este asunto está sujeto a las 
tramitaciones legales conducentes a la depuración de los hechos y a las 
sanciones que indican las leyes. Sin embargo, Moux se propone exponer el 
caso al Gobernador Gore y darle publicidad si en este plazo no se efectúa 
la aprehensión de los acusados y agrega que desea darle oportunidad al 
Gobierno para que resuelva el caso mediante una indemnización razonable 
para la viuda . Creo que Moux es persona seria pero no estoy cierto de si 
procede de buena o mala fe porque desconozco en absoluto las 
particularidades del caso y no sé si sus acusaciones están bien fundadas. 
Dígame pues cuál debe ser mi actitud respeto a Moux y a la viuda 
Miranda”. 

He contestado al Cónsul General en estos términos: 

“El Sr. Moux se equivoca si cree que al Gobierno Dominicano puede 
conminársele con ultimátum a intervenir en cuestiones ajenas a sus 
deberes oficiales. Hágaselo saber enérgicamente. Si Moux o cualquier 
persona desea hacer denuncias por hechos que se presumen 
cometidos en este país debe hacerlo ante Ministerio Público de 
acuerdo con nuestras leyes con la confianza que no admite sospecha 
alguna de que la justicia de la República es independiente, imparcial y 
austera. Asuntos de esta naturaleza debe usted resolverlos 
inmediatamente de acuerdo con nuestras leyes sin necesidad de consultar 
Secretaría. 

Joseph F. McGurk, del Departamento de Estado, División de Asuntos 
Latinoamericanos, preparó el siguiente Memorándum sobre el asesinato de 
Juan Miranda, luego de salir de la cárcel de Barahona en la República 
Dominicana. 


29 de agosto de 1933 


Para: Sr. E. C. Wilson 


De: Sr. McGurk 



“El caso adjunto del presunto asesinato en la Repúbliea Dominieana de 
Juan N. Miranda, puertorriqueño, es algo similar al easo de Eduardo 
Colón y Piris. Colón y Piris fueron asesinados por un ofícial del ejército 
dominicano en circunstancias algo turbias. Según el informe adjunto, 
Miranda parece haber sido asesinado después de que los ex 
funcionarios del gobierno de la provincia de Barahona lo liberaron de 
la prisión el 7 de marzo. Dos de estos funeionarios, que fueron retirados 
del servieio gubernamental en mayo pasado, ahora están bajo arresto 
aeusados de delito. 

Hasta la feeha del informe adjunto (24 de agosto) no se habia estableeido 
definitivamente la eiudadania estadounidense de Miranda. Una vez que se 
establezea, y se pruebe el erimen eontra estos dos ex funeionarios del 
gobierno ahora aeusados de ello, ereo que deberíamos haeer una espeeie 
de fuerte protesta al Gobierno dominieano eontra lo que me pareeen 
asesinatos politieos ”. 

En la misiva dirigida por la viuda Isabel Miranda, a su Exeeleneia Cordell 
Hull, Seeretario de Estado de los Estados Unidos, el 1 de Septiembre 
del933, anexó los doeumentos siguientes, para justifiear sus demandas, 
en su propio nombre y eomo la madre de sus hijos menores de edad: 

“Prueba doeumental A. Certifícado de matrimonio de Juan N. Miranda 
con la solicitante Isabel Correa. El matrimonio se realizó el 1 de 
octubre de 1910. 

Prueba B. Certifícado de nacimiento de Juan Natividad Miranda, el 
fallecido, que muestra que naeió en la eiudad de Humaeao, Isla de Puerto 
Rieo, el 25 de dieiembre de 1882. 

Pruebas doeumentales C, D, E, F y G. Certifieados de naeimiento de eada 
uno de los petieionarios, que muestran que eada uno de ellos naeió en la 
Isla de Puerto Rieo, eon la exeepeión de Inocencia, que nació en 
Barahona, República Dominicana. 

CONSIDERANDO, sus petieionarios invoean respetuosamente para que el 
Departamento de Estado de los Estados Unidos tome las medidas que 
sean neeesarias para asegurar del Gobierno de la Repúbliea Dominieana el 
pago a sus pretendientes de la suma de cincuenta mil dólares 
($50,000.00) eomo indemnizaeión por la muerte ilegal de Juan N. 
Miranda, y para dar a sus solieitantes toda la proteeeión a la que tienen 
dereeho eomo eiudadanos de los Estados Unidos de Amériea”. 



EL CASO ADQUIERE RIBETES DE UN CONFLICTO ENTRE ESTADOS. 


El 4 de Enero de 1934, los abogados Juan B. Huyke y 
Martín Travieso, mediante misiva dirigida al Seeretario de Estado de los 
Estados Unidos, Washington. D. C. le expresan, entre otras eosas, lo 
siguiente: 

“Realmente ha sido una gran deeepeión para nosotros darnos euenta del 
poeo interés que tienen los representantes diplomátieos de la presente 
administraeión en estos easos que involueran la vida de eiudadanos 
estadounidenses residentes en países extranjeros, especialmente cuando 
las víctimas son nativas de Puerto Rico. 

Muchos puertorriqueños han sido asesinados en Santo Domingo, 
durante la administración del presidente Trujíllo, por funcionarios del 
gobierno, y hasta donde sabemos no hay un solo caso en el que las viudas 
e hijos de las víctimas hayan recibido indemnización por los crímenes. 

La excusa dada por las autoridades dominicanas de que no han podido 
obtener pruebas suficientes para justificar un enjuiciamiento es realmente 
muy pobre. Los dos testigos mencionados en su carta, Luis Moux y Juan 
Díaz Zabala y la viuda de Miranda y sus hijos fueron obligados a salir 
de Santo Domingo, por temor a ser asesinados también, si testificaban 
contra los presuntos asesinos del profesor Miranda. 

Hasta donde sabemos, el Gobierno dominicano no ha hecho ningún 
esfuerzo por obtener el testimonio de dichos testigos en Puerto Rico. No se 
nos informa sobre el paradero del testigo Juan Díaz Zabala, pero le 
aseguramos que la señora Miranda y el señor Moux, ambos residentes 
aquí en San Juan, han estado dispuestos en todo momento a dar su 
testimonio en el caso, siempre que dicho testimonio se tome aquí. No 
irían a Santo Domingo a menos que se hiciera algún arreglo con las 
autoridades de los Estados Unidos, que les proporcionara seguridad y 
protección contra daños durante su estadía en Santo Domingo. 

La señora Miranda y sus hijos residen aquí en San Juan, en muy malas 
circunstancias. Tras el asesinato del profesor Miranda, la fínca que 
tenían en Santo Domingo fue vendida por el Gobierno por impago de 
impuestos, y fue comprada por el mismísimo hombre acusado de ser 



el maestro que concibió el complot que culminó en el asesinato de 
Miranda. 

Estamos seguros de que si el Departamento de Estado instruyera a 
nuestro Ministro en Santo Domingo, para que sea un poeo más aetivo en el 
proeesamiento de estos reelamos, el Gobierno dominieano pronto llegaría a 
un aeuerdo y estaría de aeuerdo en indemnizar a las vietimas de todos 
estos delitos eometidos por sus funeionarios irresponsables. 

Nos parece absolutamente estúpido esperar que el actual Gobierno de 
Santo Domingo, basado en la fuerza y el crimen, admita que sus 
representantes son responsables de la comisión de todos estos 
horribles crímenes. Se solicita respetuosamente que se instruya al 
Ministro norteamericano en Santo Domingo para que haga una demanda 
formal al Gobierno de Santo Domingo por el pago a la señora Miranda y 
sus hijos de una indemnización razonable”. 

El 12 de Enero de 1934, mediante oficio dirigido al Secretario de Estado 
de los Estados Unidos, Marti Travieso, abogado de la viuda Isabel Miranda, 
le expresa lo siguiente: 

“Esto es para confirmar la recepción de su comunicación del 5 de 
diciembre de 1933, informándome de que las personas acusadas del 
asesinato del Sr. Miranda habian sido sometidas ante la justicia y que el 
caso estaba siendo preparado para el juicio. 

Desde la recepción de su comunicación, he sido informado de que los 

acusados no han sido castigados de ninguna manera, y que están en 
libertad en la Capital de Santo Domingo. Miranda ha sido el hombre 
acusado, de ser el promotor de la trama que resultó en el asesinato del 
profesor Miranda. 

La gente de esta Isla está muy, y justamente, alarmada con respecto a las 
condiciones en Santo Domingo, especialmente en vista del hecho de que 
los Representantes Diplomáticos de los Estados Unidos no parecen ser 
muy activos en el uso de su influencia para la protección de los 
puertorriqueños que viven o viajan a Santo Domingo. La señora Miranda 
y sus hijos están ahora en esta ciudad, en circunstancias muy pobres, 
después de haber perdido la cabeza de la familia y las propiedades que 
habian adquirido en Santo Domingo. 



Solicito respetuosamente que el Departamento de Estado tome 
algunas medidas para instar al Gobierno dominicano, a indemnizar a 
las victimas de este delito, a pesar de que los responsables de él 
pueden salir libres y sin castigo. 

Tenga en euenta que Louis I. Obergh, Abogado de Dereeho, eon ofieinas en 
37 Edifieio Sur, Washington, D.C., se ha unido al personal de abogados de 
los demandantes en este easo”. 


UNA JUGADA AL ESTILO TRUJILLISTA 


Schoenfeld habia recibido el informe, de que las personas acusadas del 
crimen de Miranda eran en general falsas. Por ello, el 21 de Febrero de 
1934, se eonoeió el Memorando de eonversaeión entre el Seeretario de 
Relaeiones Exteriores, Arturo Logroño y el Ministro norteamerieano, H. F. 
Arthur Sehoenfeld, sobre el asesinato de Juan N. Miranda. En el mismo, 
Logroño “informó que esperaba enviarle una deelaraeión exhaustiva y 
satisfaetoria de toda la situaeión meneionada en esa nota. En euanto a la 
supuesta venta de la propiedad de Miranda, el Ministro afirmó además, 
que proporeionaría una transeripeión de los proeedimientos de este easo, 
eomo se solieita en mi nota. 

Le dije al Ministro que me eomplaeia saber que el asunto se manejaría a 
fondo, ya que el ineidente en euestión era del tipo que se prestaría 
fáeilmente a una publieidad desfavorable para el Gobierno dominieano”. 

El 23 de Febrero de 1934, la Legaeión de los Estados Unidos de Amériea, 
mediante misiva No. 1466, firmada por H. F. Arthur Sehoenfeld, le 
eomunieaba al Honorable Seeretario de Estado, de los Estados Unidos, 
Washington, D. C., sobre el Asesinato de Juan N. Miranda, lo siguiente: 

“Tengo el honor de aeusar reeibo de la instrueeión del Departamento No. 
232 del 9 de febrero de 1934, (Arehivo No. 439.11 C-Miranda C./12), y su 
anexo, eon respeeto al asesinato denunciado de Juan N. Miranda, en la 

Repúbliea Dominieana, y para adjuntar a la informaeión del Departamento 
una eopia de la nota No. 160 del 20 de febrero de 1934, dirigida al Ministro 
de Asuntos Exteriores, y un memorándum de mi eonversaeión eon él el 21 
de febrero de 1934, sobre el asunto. 


También adjunto para información del Departamento una eopia eon la 
tradueeión de una nota, No. 115, del 22 de febrero de 1934, del Ministro 
de Relaeiones Exteriores en respuesta a mi nota meneionada 
anteriormente”. 

El 7 de Marzo de 1934, Arturo Logroño, le envió a Su Exeeleneia H. F. 
Arthur Sehoenfeld, eopia Certifieada del proeeso Judieial ineoado eon 
motivo de la muerte del señor Juan N. Miranda, “eomo podrá observarlo 
Vuestra Exeeleneia, los querellantes. Luís Moux y Juan Díaz Zabala , 
fueron debidamente citados por la via de nuestro consulado General 
en San Juan Puerto Rico para venir a deponer ante la justicia en 
interés del esclarecimiento de los hechos, pero hasta ahora no han 
deferido a la citación . Igualmente podrá eomprobar Vuestra Exeeleneia 
que el easo no está eerrado todavia, siendo esta una euestión sobre la eual 
no ha intervenido veredieto alguno. 

Entre tanto, y de acuerdo con nuestras leyes, algunos de los 
prevenidos han sido puestos en libertad provisional por habérseles 
suspendido el mandamiento de apremio, por no existir elementos 
decisivos de inculpación contra ellos, pero continúan sub-judice. 

Deseo partieipar, además, a Vuestra Exeeleneia que en su oportunidad le 
eomuniearé el resultado final a que se llegue en las diligeneias judieiales 
supradiehas”. 

Resulta que Luis Moux y Juan Diaz Zabala quienes residian en Puerto 
Rieo, y eran de los que mantenian la lueha sobre el eselareeimiento del 
erimen de Miranda, ahora el Gobierno Dominieano los invitaba a que 
vinieran al Tribunal Dominieano a deelarar, lo que obviamente, ponia en 
riesgos sus vidas, y seria una excusa para liberar a los prisioneros. 

Dos años después de oeurrir el erimen, el 27 de julio de 1935, E. Braehe 
Hijo, Seeretario de Estado de Relaeiones Exteriores, mediante ofieio No. 
4593, le informaba al Honorable Señor Presidente de la Repúbliea, sobre el 
easo del Profesor Miranda, lo siguiente: 

“El Cónsul General Llaverias informa que tiene aviso de que el 
Comisionado Residente de Puerto Rieo en Washington, Señor Santiago 
Iglesias, ha solicitado de Departamento de Estado que ordene al 
Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de los Estados de 
América en Santo Domingo investigar la muerte del profesor 



puertorriqueño Juan N. Miranda, ocurrida en Barahona en Marzo de 
1933. 


Expresa el Cónsul General Llaverías que los Senadores Pagán y Eehavarría 
prepararon un proyeeto de resolueión eonjunta para que en visita de 
buena voluntad viniera a Santo Domingo una Comisión Legislativa, pero 
que momentos antes de ir a eonoeerse el proyeeto, el Senador Pagán 
reeibió una earta de su suegro, el señor Iglesias, refiriéndole que había 
sometido el caso Miranda al Departamento de Estado. El proyeeto de 
resolueión fue retirado diseretamente de la Seeretaría del Senado. Cree el 
Cónsul General Llaverías que es posible que los Senadores Pagán y 
Martínez Nadal vengan próximamente a Santo Domingo con carácter 
privado y en disposición cordial, pero con interés, también, de 
investigar el caso citado y dar informes al señor Iglesias . 

Esta cuestión ya ha sido tratada por la Legación de los Estados Unidos de 
América a esta Secretaría de Estado, por medio de varias notas y 
verbalmente. 

El estado actual del asunto en la Secretaría de Estado es el siguiente: 

Por nota verbal del 30 de Agosto se envió al Ministro Schoenfeld una 

relación de los impuestos adeudados ($140.47) por una propiedad de 
Miranda que había sido embargada por falta de pago de ellos, y se hizo 
notar que mediante el pago de tales impuestos la propiedad era 
reivindicada por los herederos de Miranda. 

Por otra parte, el Licenciado Martín Travieso se dirigió en julio y agosto de 
1933 al Secretario de Estado de Relaciones exteriores participándole que él 
y el Licenciado J. B. Hayke, tenían encargo de la viuda de Miranda de 
presentar una reclamación formal al Gobierno Dominicano con motivo de 
la muerte del citado Juan N. Miranda, pero que conociendo “los altos 
propósitos que inspiran al actual Presidente de la República” sugerían que 
se llegase a un arreglo amistoso de la reclamación. El Secretario 
Logroño, de acuerdo con la opinión del Consultor Jurídico, contestó al Lie. 
Travieso, aunque no por oficio sino por carta particular, que el caso de 
Miranda estaba siendo objeto de la más rigurosa investigación judicial. 

La prensa de Puerto Rico promovió grandes escándalos sobre esta 
cuestión, y la Secretaría de Estado, por vía del Cónsul General, hizo 
declaraciones de que la justicia dominicana estaba cumpliendo fielmente 
su cometido en esta cuestión. 






En Enero de 1935 el Cónsul General Llaverías insinuó que en la misma 
magnánima forma que el Honorable Señor Presidente, sin admitir en modo 
alguno ninguna responsabilidad a eargo del Estado, favoreeió a la madre 
de Colom Piris, favoreeiese a los herederos de Miranda. El Seeretario de 
Estado de Relaeiones Exteriores le eontestó que por estar eaneelada la 
euestión Miranda debia desentenderse el Cónsul General Llaverías de 
hablar y eseribir aeerea de ella. 

Estimo interesante los datos que ahora ofreee el Cónsul General Llaverías 
y he pedido a nuestra Legaeión en Washington que investigue ofieiosa y 
diseretamente si en el Departamento de Estado ha sido heeha por el 
Comisionado Iglesias la representaeión a que se refiere el eitado Cónsul 
General. 

Me apresuré a eomuniear a Usted la respuesta de la Legaeión, asi eomo 
euanto el Cónsul General Llaverías informe de nuevo sobre este asunto”. 

Dos dias después, es deeir el 29 de Julio de 1935, mediante ofieio No. 
4628, E. Braehe Hijo, Seeretario de Estado de Relaeiones Exteriores, le 
eomunieaba al Presidente Dominieano sobre el Comisionado Iglesias y el 
easo Miranda. 

“Refiriéndome a la solieitud que hiee a nuestro Enviado Extraordinario y 
Ministro Plenipoteneiario en Washington de que obtuviera ofíciosa y 
discretamente informes acerca de las actuaciones que sobre el caso de 
la muerte de Juan N. Miranda promueve el Comisionado Iglesias, 

cúmpleme participar a Usted que dicho Ministro avisa lo siguiente: 

“Enterado cable cifrado punto Comisionado (Iglesias) invitóme 
Lonchar próximamente para tratar otros asuntos y enseñarme papeles 
relativos reclamación Profesor (Miranda) movida aqui (por) Abogado 
Travieso intimo amigo (de) Llaverias punto Enviaré detalles”. 

Después de mediados del año 1935, fueron muy exiguas las 
documentaciones sobre el asesinato del Profesor Miranda, lo que 
claramente dejaba entrever, la existencia de una posible negociación, entre 
los abogados de la viuda Isabel Miranda y el Gobierno Dominicano, 
tendente al pago de una indemnización, como justa reparación por el daño 
causado, mediante el asesinato de JUAN N. MIRANDA. 
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